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TEXTO DEL DICTAMEN  

Extracto: 

4. La medida de identificación en dependencias policiales prevista en el art. 20. 2 de la L.O.P.S.C. supone, 
por las circunstancias de tiempo y lugar ( desplazamiento del requerido hasta dependencias policiales
próximas en las que 
habrá de permanecer por el tiempo imprescindible), una situación que va más allá de una mera 
inmovilización de la persona, instrumental de prevención o de indagación, y por ello ha de ser considerada 
como una modalidad de privación de libertad [F.J. 4]. 

5. Según ya dijimos en la STC 178/1985, debe exigirse «una proporcionalidad entre el derecho a la 
libertad y la restricción de esta libertad, de modo que se excluyan -aun previstas en la Ley- privaciones de 
libertad que, no siendo razonables, rompan el equilibrio entre el derecho y su limitación». No son éstos 
los únicos condicionamientos que pesan aquí sobre el legislador, pues la necesaria conexión entre los arts. 
17.1 y 10.2 de la Constitución impone acudir a los tratados y acuerdos internacionales en la materia y, en
particular, al Convenio de Roma, para interpretar el sentido y límites de aquel precepto constitucional. Es 
de relevante consideración, a estos efectos, que el art. 5.1 de aquel Convenio, luego de disponer que 
"toda persona tiene derecho a la libertad y a la seguridad", establece una relación de supuestos (taxativa, 
según la doctrina del Tribunal de Europeo de Derechos Humanos) en los que podrá legítimamente 
preverse una privación de libertad [F.J. 5]. 

6. El art. 20.2 de la Ley impugnada no deja en lo incierto cuáles sean las personas a las que la medida 
pueda afectar y tampoco puede tacharse de introductor de una privación de libertad desproporcionada 
con arreglo tanto a las circunstancias que la Ley impone apreciar como a los fines a los que la medida
queda vinculada. El art. 20.2 no es contrario a la Constitución por haber previsto este caso de privación 
de libertad pues, como ya se dijo en la STC 178/1985, «el art. 17.1 C.E. no concibe la libertad individual
como un derecho absoluto y no desprovisto de restricciones», y no es incompatible, tampoco, con lo 
dispuesto en el art. 5.1 del Convenio de Roma. Este precepto admite, en su apartado b), que se lleguen a
disponer privaciones de libertad «para asegurar el cumplimiento de una obligación establecida por la Ley» 
y si bien la exigencia de identificarse ante el requerimiento de los agentes (art. 20.1 de la L.O.P.S.C.)
nunca podría llevar, por sí sola, a la aplicación de lo dispuesto en el art. 20. 2, no es menos cierto que tal
deber constituye una «obligación» legal, en el sentido dicho, que permite, dadas las circunstancias
previstas en este último precepto, asegurar la identificación de las personas afectadas, cuando no haya 
otro medio para ello, incluso mediante su privación de libertad [F.J. 5]. 

7. Ello no significa que las garantías establecidas en los números 2 y 3 del art. 17 C.E. no deben ser 
tenidas en cuenta en otros casos de privación de libertad distintos a la detención preventiva. Cabe 
recordar, en este sentido, que ya en alguna ocasión este Tribunal ha debido contrastar con lo dispuesto
en el art. 17. 2 previsiones legales relativas a privaciones de libertad no calificables como detención 
preventiva (STC 115/1987). 

8. El que la Ley no haya articulado para las diligencias de identificación un límite temporal expreso no
supone una carencia que vicie de inconstitucionalidad al precepto; lo sustantivo es que el legislador limite
temporalmente esta 
actuación policial a fin de dar seguridad a los afectados y de permitir un control jurisdiccional sobre
aquella actuación, finalidades, una y otra, que quedan suficientemente preservadas en el enunciado legal 
sometido a nuestro control: la fuerza pública sólo podrá requerir este acompañamiento a «dependencias 
próximas y que cuenten con medidas adecuadas para realizar las diligencias de identificación» y las 
diligencias mismas, en todo caso, no podrán prolongarse más allá del «tiempo imprescindible» para la 
identificación de la persona. Precisión que implica un mandato del legislador de que la diligencia de
identificación se realice de manera inmediata y sin dilación alguna [F.J. 6]. 

9. No resulta inexcusable que la identificación misma haya de llevarse a cabo necesariamente en
presencia o con la asistencia de Abogado, garantía ésta cuya razón de ser está en la protección del 
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detenido y en el aseguramiento de la corrección de los interrogatorios a que pueda ser sometido (STC
196/1987). Ninguna de estas garantías constitucionales -recordatorio del derecho a no declarar y 
asistencia obligatoria de Abogado- son indispensables para la verificación de unas diligencias de
identificación que, vale reiterar, no permiten interrogatorio alguno que vaya más allá de la obtención de 
los «datos personales» a los que se refiere el repetido art. 9.3 de la L.O.P.S.C. [F.J. 6]. 

 
FUNDAMENTOS JURÍDICOS DE INTERÉS 

1. «Los agentes de las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad podrán requerir, en el ejercicio de sus funciones 
de indagación o prevención, la identificación de las personas y realizar las comprobaciones pertinentes en
la vía pública o en el lugar donde se hubiere hecho el requerimiento, siempre que el conocimiento de la
identidad de las personas requeridas fuere necesario para el ejercicio de las funciones de protección de la 
seguridad que a los agentes encomiendan la presente Ley y la Ley Orgánica de Fuerzas y Cuerpos de 
Seguridad. 

2. De no lograrse la identificación por cualquier medio, y cuando resulte necesario a los mismos fines del
apartado anterior, los agentes, para impedir la comisión de un delito o falta o al objeto de sancionar una
infracción, podrán  
requerir a quienes no pudieran ser identificados a que les acompañen a dependencias próximas y que 
cuenten con medios adecuados para realizar las diligencias de identificación a estos solos efectos y por el 
tiempo imprescindible. 

3. En las dependencias a que se hace referencia en el apartado anterior se llevará un Libro-Registro en el 
que se harán constar las diligencias de identificación realizadas en aquéllas, así como a los motivos y 
duración de las  
mismas y que estará en todo momento a disposición de la autoridad judicial competente y del Ministerio 
Fiscal. No obstante lo anterior, el Ministerio del Interior remitirá periódicamente extracto de las diligencias 
de identificación  
al Ministerio Fiscal. 

4. En los casos de resistencia o negativa infundada a identificarse o a realizar voluntariamente las
comprobaciones o prácticas de idetificación se estará a lo dispuesto en el Código Penal y en la Ley de 
Enjuiciamiento Criminal. » 

Las tachas opuestas frente al núm. 2 de este artículo no difieren, en lo sustancial, en uno y otro de los
recursos. En ambos se sostiene -como se ha recogido en los antecedentes- que dicho precepto configura 
un supuesto de  
privación de libertad (o, más concretamente, de «detención») que resulta inconciliable con el dictado del 
art. 17 de la Constitución por lo mismo que el sujeto pasivo de tal medida quedaría privado, como se 
deduciría del núm. 4 del  
artículo, de las garantías que aquel precepto constitucional dispone en favor del detenido,
inconstitucionalidad ésta que -según se dice en el recurso 1. 045/92- supondría también la conculcación 
del contenido esencial (art. 53.1 C.E.) del derecho a la libertad personal. Este reproche, común en ambas 
impugnaciones, se acompaña en cada una de ellas de otras tachas específicas. Así, en el recurso 1.045/92 
interpuesto por los señores Diputados al Congreso, se sostiene que conculca también lo dispuesto en el 
art. 25.3 de la Constitución la concreta previsión, por el art. 20.2 de la L.O.P.S.C., de la realización de 
diligencias de identificación en «dependencias» policiales a fin de «sancionar una 
infracción» (administrativa, se entiende en el recurso). De otra parte, el recurso 1.279/92, promovido por
el Parlamento de las Islas Baleares, contiene, asimismo, una objeción de inconstitucionalidad frente al art. 
20.2 que es en cierto modo previa, en un orden lógico, a las anteriores, pues se viene allí a decir que no 
cabe privación alguna de libertad -como ésta sería- sino en los supuestos del art. 5 del Convenio para la 
Protección de los Derechos Humanos y las Libertades Fundamentales de 1950 (Convenio de Roma, en
adelante), supuestos  
entre los que no tendrían encaje las medidas aquí en cuestión. Frente a estos alegatos, la Abogacía del 
Estado ha articulado una defensa del precepto impugnado que se centra -cabe resumir- en la afirmación 
de que en el mismo no se contempla privación alguna de libertad, «entendiendo incluido en el concepto 
de privación la nota de involuntariedad». Observa, así, el Abogado del Estado que la persona requerida en
los términos del art. 20.2 que se preste «a realizar voluntariamente las comprobaciones o prácticas de 
identificación» (núm. 4 del artículo) no puede decirse en modo alguno que haya sido privada de libertad,
privación que sólo podría llegar a producirse, de conformidad con lo dispuesto en el Código Penal y en la 
Ley de Enjuiciamiento Criminal, en el caso de que el requerido se resistiera o negara infundadamente a la
identificación o a admitir las diligencias conducentes a la misma, todo ello sin perjuicio de que el
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requerimiento que contempla el repetido art. 20.2 entrañe una orden de policía, aunque -se añade-
insusceptible, en cuanto tal, de imposición coactiva. En lo que se refiere a las personas que puedan
resultar afectadas por estas medidas, se distingue en la contestación a la demanda entre uno y otro de 
los supuestos contenidos en el precepto impugnado, observándose, así, que la diligencia de identificación 
tendente a «impedir la comisión de un delito o falta» afectará a aquel «que pueda estar tramando la 
comisión» de tales ilícitos, en tanto que la que se justifique en el propósito de «sancionar una infracción» 
no podrá aplicarse sino a quien haya ya consumado un ilícito administrativo. Los contrarios argumentos 
así expuestos entrañan una cuestión principal que consiste en determinar si la medida de identificación 
prevista en el art. 20.2 de la L.O.P.S.C., para el supuesto de no lograrse la que previene el núm. 1 del 
mismo artículo, supone o no una privación de libertad para la persona de cuya identificación se trata. De 
darse respuesta afirmativa a esta cuestión, no sólo principal sino también lógicamente previa, se formulan 
por los recurrentes otras dos cuestiones: Una, relativa a la constitucionalidad, en sí misma, de dicha 
medida de privación de libertad -también llamada más concretamente detención o retención por los 
recurrentes-; y otra, concerniente a considerar si las garantías dispuestas por el art. 17 de la Constitución 
resultan o no de inexcusable observancia para la práctica de estas diligencias de identificación en las 
dependencias policiales. 
Afrontamos seguidamente si en el art. 20.2 de la L.O.P.S.C. se contiene, efectivamente, una medida de
privación de libertad. 

4. Hemos de examinar en primer lugar, por consiguiente, si las diligencias de identificación en 
dependencias policiales previstas en el art. 20.2 de la L.O.P. S.C. entrañan o no una «privación de 
libertad» en el sentido del art. 17.1 de la Constitución. 
 
No es determinante, a estos efectos, la noción de «voluntariedad» que, en relación con lo dispuesto en el 
art. 20.4 de la L.O.P.S.C., ha empleado en sus alegaciones el Abogado del Estado para negar que estemos
ante una privación de libertad. Sin duda que una comparecencia espontánea o a voluntad propia en 
dependencias policiales excluiría, de principio, todo asomo de privación de libertad, aunque ésta podría 
llegar a constatarse, claro está, desde el momento en que el sujeto quedara imposibilitado de abandonar
aquellas dependencias. Pero el art. 20.2 no hace referencia a una personación de este género. La 
situación descrita en este precepto es la de un acompañamiento a los agentes, por orden de ellos 
(requerimiento), hasta «dependencias próximas» en las que el sujeto habrá de permanecer, si bien por
«el tiempo imprescindible» para realizar las diligencias de identificación y debe hacerse constar que la 
desatención a aquella orden conminatoria, se imponga o no por la coacción, puede dar lugar a 
responsabilidades penales o administrativas [arts. 20.4 y 26, h) de la L.O.P.S.C.]. Siendo esto así, la 
actitud del requerido que acata la orden policial, expresa, claro es, una voluntad (la de no resistirse o no
negarse a acompañar a los agentes), pero no necesariamente una voluntad libre en el sentido del art.
17.1 de la Constitución: volui, sed coactus volui. La libertad a la que se refiere esta norma constitucional
es, en efecto, la de  
quien orienta, en el marco de normas generales, la propia acción, no la de quien elige entre la obediencia 
y la resistencia al Derecho o a las órdenes dictadas en su virtud. No cabe, pues, hablar de libre voluntad
para excluir la aplicación del art. 17.1 de la Constitución cuando una de las opciones que se le ofrecen al
individuo sea jurídicamente necesaria y la otra entrañe, por lo mismo, una contravención, y bien claro 
está que si éste del acatamiento fuera el criterio para reconocer o no una situación de privación de 
libertad perderían toda  
objetividad las garantías del art. 17 y se concluiría en hacer de peor condición a la persona que acata la
orden que a aquella otra que la desatiende o resiste.  
 
Una privación de libertad no deja de serlo por el mero hecho de que el afectado la acepte (Sentencia del
Tribunal Europeo de Derechos Humanos de 18 de junio de 1971, Caso de Wilde, Ooms y Versyp, II, 65). 
 
La medida de identificación en dependencias policiales prevista en el art. 20.2 de la L.O.P.S.C. supone por 
las circunstancias de tiempo y lugar (desplazamiento del requerido hasta dependencias policiales
próximas en las que habrá de permanecer por el tiempo imprescindible), una situación que va más allá de 
una mera inmovilización de la persona, instrumental de prevención o de indagación, y por ello ha de ser 
considerada como una modalidad de privación de libertad. Con toda evidencia, estamos, pues, ante uno
de «los casos» a que se refiere el art. 17.1 C.E., cualquiera que sea la disposición de la persona ante la 
orden recibida, constatación que, por lo demás, da sentido al carácter de Ley Orgánica de este art. 20.2 
(Disposición final tercera de la L.O.P.S.C.) 

5. Es preciso examinar si la previsión del art. 20.2 resulta conciliable con lo dispuesto en el art. 17.1 de la
Constitución, según el cual: «Toda persona tiene derecho a la libertad y a la seguridad. Nadie puede ser
privado de su libertad, sino con la observancia de lo establecido en este artículo y en los casos y en la
forma previstos en la Ley». Este precepto remite a la Ley, en efecto, la determinación de los «casos» en 
los que se podrá disponer una privación de libertad, pero ello en modo alguno supone que quede el
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legislador apoderado para establecer, libre de todo vínculo, cualesquiera supuestos de detención, arresto 
o medidas análogas. La Ley no podría, desde luego, configurar supuestos de privación de libertad que no 
correspondan a la finalidad de protección de derechos, bienes o valores constitucionalmente reconocidos o
que por su grado de indeterminación crearan inseguridad o incertidumbre insuperable sobre su modo de 
aplicación efectiva y tampoco podría incurrir en falta de proporcionalidad. Vale aquí recordar lo que ya 
dijimos en la STC 178/1985, esto es, que debe exigirse «una proporcionalidad entre el derecho a la 
libertad y la restricción de esta libertad, de modo que se excluyan -aun previstas en la Ley- privaciones de 
libertad que, no siendo razonables, rompan el equilibrio entre el derecho y su limitación» (fundamento 
jurídico 3.). No son éstos los únicos condicionamientos que pesan aquí sobre el legislador, pues la 
necesaria conexión entre los arts. 17.1 y 10.2 de la Constitución impone acudir a los tratados y acuerdos 
internacionales en la materia y, en particular, al ya citado Convenio de Roma, para interpretar el sentido y
límites de aquel precepto constitucional. Es de relevante consideración, a estos efectos, que el art. 5.1 de 
aquel Convenio, luego de disponer que «toda persona tiene derecho a la libertad y a la seguridad», 
establece una relación de supuestos (taxativa, según la doctrina del Tribunal Europeo de Derechos
Humanos) en los que podrá legítimamente preverse una privación de libertad. A la luz de estos criterios 
es preciso examinar ahora lo dispuesto en el art. 20.2 de la L.O.P.S.C. 

Se inicia este precepto con una referencia a lo dispuesto en el núm. 1 del propio art. 20 («De no lograrse 
la identificación por cualquier medio, y cuando resulte necesario a los mismos fines del apartado 
anterior»), pero es del todo claro, atendido el tenor de la norma que enjuiciamos, que la orden o
requerimiento para el desplazamiento con fines de identificación a dependencias policiales no podrá 
dirigirse a cualesquiera personas que no hayan logrado ser identificadas, supuesto en el que la gravosidad
de la medida impondría un juicio de inconstitucionalidad, por desproporcionalidad manifiesta, frente a esta
previsión. No es así, sin embargo. Aunque el precepto se refiera, como decimos, «a los mismos fines del 
apartado anterior» (que son los genéricos de «protección de la seguridad»), es lo cierto que la privación 
de libertad con fines de identificación sólo podrá afectar a personas no identificadas de las que razonable
y fundadamente pueda presumirse que se hallan en disposición actual de cometer un ilícito penal (no de 
otro modo cabe entender la expresión legal «para impedir la comisión de un delito o falta») o a aquellas, 
igualmente no identificables, que hayan incurrido ya en una «infracción» administrativa, estableciendo así 
la Ley un instrumento utilizable en los casos en que la necesidad de identificación surja de la exigencia de
prevenir un delito o falta o de reconocer, para sancionarlo, a un infractor de la legalidad. 
 
El precepto no deja en lo incierto cuáles sean las personas a las que la medida pueda afectar y tampoco
puede tacharse de introductor de una privación de libertad desproporcionada con arreglo tanto a las
circunstancias que la Ley impone apreciar como a los fines a los que la medida queda vinculada. El art.
20. 2 no es contrario a la Constitución por haber previsto este caso de privación de libertad pues, como ya
se dijo en la STC 178/1985 (fundamento jurídico 3.), «el art. 17.1 C.E. no concibe la libertad individual
como un derecho absoluto y no desprovisto de restricciones». Y no es incompatible, tampoco, con lo 
dispuesto en el art. 5.1 del Convenio de Roma. Este precepto admite, en su apartado «b», que se lleguen 
a disponer privaciones de libertad «para asegurar el cumplimiento de una obligación establecida por la 
Ley» y si bien la exigencia de identificarse ante el requerimiento de los agentes (art. 20.1 de la
L.O.P.S.C.) nunca podría llevar, por sí sola, a la aplicación de lo dispuesto en el art. 20. 
 
2, no es menos cierto que tal deber constituye una «obligación» legal, en el sentido dicho, que permite, 
dadas las circunstancias previstas en este último precepto, asegurar la identificación de las personas 
afectadas, cuando no haya otro medio para ello, incluso mediante su privación de libertad. 

6. No puede, sin embargo, concluir aquí nuestro examen, pues al precepto impugnado se le ha
reprochado en los recursos, de modo principal, el haber configurado tal privación de libertad al margen de
las garantías que corresponderían a la persona afectada, garantías que se cifran por los recurrentes en las 
enunciadas por el art. 17. 2 y 3 de la Constitución; y, en efecto, el art. 17.1 C.E. establece que nadie
podrá ser privado de libertad «sino con la observancia de lo establecido en este artículo». 
 
Los derechos y garantías que dispone el art. 17 (núms. 2 y 3) de la Constitución corresponden al afectado
por una «detención preventiva» . El «detenido» al que se refieren estas previsiones constitucionales es,
en principio, el afectado por una medida cautelar de privación de libertad de carácter penal y así hemos 
tenido ya ocasión de advertir que «las garantías exigidas por el art. 17.3 -información al detenido de sus 
derechos y de las razones de su detención, inexistencia de cualquier obligación de declarar y asistencia
letrada- hallan (...) su sentido en asegurar la situación de quien, privado de su libertad, se encuentra ante
la eventualidad de quedar sometido a un procedimiento penal, procurando así la norma constitucional que 
aquella situación de sujeción no devenga en ningún caso en productora de la indefensión del 
afectado» (STC 107/1985, fundamento jurídico 3.). 
 
Ahora bien, ello no significa que las garantías establecidas en los núms. 2 y 3 del art. 17 no deban ser 
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tenidas en cuenta en otros casos de privación de libertad distintos a la detención preventiva. Cabe 
recordar, en este sentido,  
que ya en alguna ocasión este Tribunal ha debido contrastar con lo dispuesto en el art. 17.2 previsiones
legales relativas a privaciones de libertad no calificables como detención preventiva (STC 115/1987, 
fundamento jurídico 1.).  
 
El ámbito de discrecionalidad del legislador para configurar otros casos de privación de libertad debe ser 
objeto de control de constitucionalidad a la luz de los criterios que inspiran las garantías dispuestas en los 
apartados dos y  
tres de este precepto y en función de la finalidad, naturaleza y duración de la privación de libertad de que 
se trate. 
 
A) Las garantías que en primer lugar hemos de considerar son las dispuestas en el núm. 2 del art. 17, de 
conformidad con el cual «la detención preventiva no podrá durar más del tiempo estrictamente necesario 
para la realización de las averiguaciones tendentes al esclarecimiento de los hechos y, en todo caso, en el
plazo máximo de setenta y dos horas, el detenido deberá ser puesto en libertad o a disposición de la 
autoridad judicial». 
 
La finalidad de identificación que justifica la medida que aquí enjuiciamos no se acomoda enteramente, 
cierto es, a las concretas prevenciones así establecidas en la Constitución, pero es también patente que 
este art. 17.2 expresa un principio de limitación temporal de toda privación de libertad de origen policial 
que no puede dejar de inspirar la regulación de cualesquiera «casos» ( art. 17.1) de pérdida de libertad 
que, diferentes al típico de la detención preventiva, puedan ser dispuestos por el legislador. La remisión a 
la Ley presente en el último precepto constitucional citado no implica que quede el legislador habilitado
para prever otras privaciones de libertad de duración indefinida, incierta o ilimitada, supuesto en el cual
padecerían tanto la libertad como la seguridad de la persona. 
 
Pero la medida prevista en el art. 20.2 no puede calificarse de indefinida o de ilimitada en cuanto a su
duración. Prescribe este precepto que las diligencias de identificación en dependencias policiales no se 
podrán prolongar más allá del «tiempo imprescindible», expresión análoga, precisamente, a la que 
emplea el propio art. 17.2 de la Constitución («tiempo estrictamente necesario para la realización de las 
averiguaciones tendentes al esclarecimiento de los hechos») y tal vinculación legislativa de la actuación 
policial de identificación priva de fundamento al reproche frente a la norma basado en la indefinición 
temporal de la medida en cuestión. 
Cierto es que pudo aquí el legislador haber establecido, además, una duración máxima de estas 
diligencias de identificación, al modo como el propio art. 17.2 de la Constitución hace respecto a la 
detención preventiva y en el bien entendido, en todo caso, de que este último límite constitucional («plazo 
máximo de setenta y dos horas») no resulta trasladable, desde luego, al supuesto que consideramos, 
vista la notoria diversidad de sentido entre la detención preventiva y las presentes diligencias de 
identificación, que nunca podrían justificar tan dilatado período de tiempo. Pero el que la Ley no haya 
articulado para estas últimas un límite temporal expreso no supone una carencia que vicie de
inconstitucionalidad al precepto; lo sustantivo es -vale reiterar- que el legislador limite temporalmente 
esta actuación policial a fin de dar seguridad a los afectados y de permitir un control jurisdiccional sobre
aquella actuación, finalidades, una y otra, que quedan suficientemente preservadas en el enunciado legal 
sometido a nuestro control: La fuerza pública sólo podrá requerir este acompañamiento a «dependencias 
próximas y que cuenten con medidas adecuadas para realizar las diligencias de identificación» y las 
diligencias mismas, en todo  
caso, no podrán prolongarse más allá del «tiempo imprescindible» para la identificación de la persona. 
Precisión que implica un mandato del legislador de que la diligencia de identificación se realice de manera 
inmediata y sin dilación alguna. El entero sistema de protección judicial de la libertad personal -muy en 
particular, el instituto del hábeas corpus (art. 17.4 C.E.) protegerá al afectado por estas medidas de 
identificación frente a toda posible desvirtuación de su sentido y también, por lo tanto, frente a una 
eventual prolongación abusiva de la permanencia en las dependencias policiales. 
 
B) Importa también considerar si resultan aquí aplicables, y en qué medida, las garantías establecidas en 
el núm. 3 del art. 17, consistentes en la información inmediata al detenido, de modo comprensible, «de 
sus derechos y de las razones de su detención», en la exclusión de toda obligación de declarar y en el 
aseguramiento de la asistencia de Abogado en las diligencias policiales -por lo que aquí interesa- «en los 
términos que la ley establezca». Que el requerido a acompañar a la fuerza pública debe ser informado, de
modo inmediato y comprensible, de las razones de tal requerimiento es cosa que apenas requiere ser
argumentada, aunque la Ley (que exige consten en el Libro-Registro los «motivos» de las diligencias 
practicadas) nada dice, de modo expreso, sobre esta información, inexcusable para que el afectado sepa a 
qué atenerse. No cabe derivar de este silencio, sin embargo, una permisión legal -que sería contraria a la 
Constitución- del requerimiento por entero inmotivado o carente de toda información al afectado, sino que 
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es, más bien, el íntegro contenido de este art. 20 el que supone, implícita pero inequívocamente, que los 
agentes actuantes han de informar debidamente al requerido en los términos expresados. 
 
C) Las demás garantías dispuestas en el art. 17.3 (exclusión de toda obligación de declarar y 
aseguramiento de la asistencia de Abogado en las diligencias policiales «en los términos que la Ley 
establezca») hallan su preferente razón de ser en el supuesto de la detención preventiva, por lo que no se 
adecuan enteramente a un supuesto de privación de libertad como el que consideramos. Así es, en efecto, 
pues la advertencia al afectado sobre su derecho a no declarar no tiene sentido cuando -como aquí 
ocurre- la norma no permite en modo alguno interrogar o investigar a la persona sobre más extremos que 
los atinentes, rigurosamente, a su identificación (para la obtención de los «datos personales» a que se 
refiere el art. 9.3 de la propia Ley Orgánica). 
 
No resulta inexcusable, en el mismo sentido, que la identificación misma haya de llevarse a cabo 
necesariamente en presencia o con la asistencia de Abogado, garantía ésta cuya razón de ser está en la 
protección del detenido y en el aseguramiento de la corrección de los interrogatorios a que pueda ser 
sometido ( STC 196/1987, fundamento jurídico 2.). Ninguna de estas garantías constitucionales -
recordatorio del derecho a no declarar y asistencia obligatoria de Abogado- son indispensables para la
verificación de unas diligencias de identificación que, vale reiterar, no permiten interrogatorio alguno que
vaya más allá de la obtención de los «datos personales» a los que se refiere el repetido art. 9.3 de la 
L.O.P.S.C. 
 
Hay que señalar por último que cuanto queda dicho lleva a descartar, también, que lo dispuesto en el art. 
20.2 de la L.O.P.S.C. resulte contrario a lo prevenido en el art. 25.3 de la Constitución, de conformidad 
con el cual «la  
Administración civil no podrá imponer sanciones que, directa o subsidiariamente, impliquen privación de 
libertad».  

Cuanto antecede conduce a excluir las tachas de inconstitucionalidad opuestas frente al art. 20.2 de la
L.O.P.S.C. 
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